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miembros de las Instituciones militares que a los funcionarios de
la Administración Civil. Todo ello hacia posible la diferencia de
regimenes jurídicos en punto a los beneficios -derivados de los
servicios reconocidos y, por consiguiente, la imposibilidad de
anularla como inconstitucional. Obsérvese, además, que en la Ley
37/1984 no podía habla"" ya de amnistía. Aun cuando se puede
discutir si una legislación de amnistía, como Derecho excepcional,
exige o no el principio de igualdad -y dando por supuesta la
.respuesta afirmativa- ello juega en punto al hecho mismo de la

17726 Sala Sequnda. Recurso de amparo número 53/1986.
SentencIa número 117/1987, de 8 de julio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria llegué Cantón, Presidenta, don Angel Latorre Segura,
don Fernando García-Mon y González-RegueraJ, don Carlos de la
Vega Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guena,
Magistrados, na pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

. SENTENCIA

En el recurso de ampam núm. 53/1986, promovido por don
. Rubén Alama Lafuente y don Miguel Alama Lafuente, representa­

dos por la Procuradora de los Tribunales doña Elvira Puerta López­
Cózar y asistidos por la Letrada doña Elisa Carrillo GarcIa, contra
el Auto de la Sección Primera de la Audiencia Provincial de
Madrid de 3 de octubre de 1985 (sumario núm. 107/1983, Juzgado
de Instrucción número 2 de Madrid) confirmado en súplica por el
de 6 de diciembre de 1985. En el proceso de ampam ha sido parte
el Ministerio Fiscal y Ponente la Magistrada doña Gloria Begué
Cantón, quien expresa el parecer de la Sala.

L ANTECEDENTES

1. Con fecha 15 de enero de 1986 tiene entrada en este
Tribunal la demanda de amparo interpuesta por don Rubén Arama
Lafuente y don Miguel Arama Lafuente contra Auto de 3 de
octubre de 1985 de la Sección Primera de la Audiencia Provincial
de Madrid Por providencia de 29 de enero de 1986, la Sección
Primera (Sala Primera) de este Tribunal acuerda otorgar a la
tepresentación de los recurrentes el plazo de diez dIas para que
acredite fechacientemente la representación que ostenta,_~~­
mismo, concrete los preceptos constitucionales que estima inningi­
dos y acredite la invOClClón formal de los mismos en el proceso
judicial.

2. Por escrito de 12 de mano de 1986, los recurrentes solicitan
la designación de Procurador del tumo de oficio, dado que la
Procuradora que presentó la demanda de ampam entiende~lo
debe actuar hasta la formalización de dicho trámite. La .ón
Tercera (Sala Segunda) de este Tribunal acuerda, en consecuencia,
librar los correspondientes despachos, teniendo ¡x>r nombrada, al
cabo del trámite correspondiente y por providenC1ll de 3 de abril de
1986, a la Procuradora doña ElVU'l Puerta López.(;ózar. En la
misma resolución se otorga a la mencionada Procuradora el l'lazo
de veinte dIas para que formule la demanda con los reqwsitos
prevenidos en el arto 49 de la Ley Orginica del Tribunal Constitu­
cional (WTC).

3. Presentada la demanda el 30 de abril de 1986, la Sección
acuerda, por providencia de 21 de mayo siguiente, poner de
manifiesto a los recurrentes la posible concurrencia del motivo de
inadmisión previsto en el art. 50.2 b) de la WTC, y, concluido el
trámite establecido en el arto 50 de la misma Ley, dicta Auto de 15
de octubre de 1986 admitiéndola a trámite.

4. Los hechos que sirven de base a la presente demanda de
ampam son los sigwentes:

a) Desde el 3 de noviembre de 1983 se encuentran los
recurrentes privados de libertad en el sumario núm. 107/1983, que
se tramita ante el Juzgado de Instrucción número 2 de Madrid, en
el que se les acusa de los delitos de asesinato y robo. Con fecha 7
de diciembre de 1983 solicitaron se les otorgara la libertad boJo
fianza, petición que les fue denegada por providencia de 14 de
diciembre del mismo año.

b) Posteriormente la Sección Primera de la Audiencia Provin­
cial de Madrid dispuso, ¡x>r Auto de 3 de octubre de 1985,
prolongar la prisión proVÍSlonal de los procesados, ahora deman­
dantes de ampam, por el tmnino de cuatro años, sosteniendo en
los fundamentos jurldicos que debía aplicane el art. 504 de la
L.E.Cr., vigente en el momento de dictarse la resolución, es decir,
según el texto introducido por la Ley Orginica 9/1984, de 26 de
diciembre.

amnistía. mientras que aquí se trataha de reconocimieoto de
servicios prestados y de concesión de derechos y beneficios
derivados de ese reconocimiento. la misma Sentencia reconoce la
posibilidad de diferenciación. entre funcionarios civiles y militares,
en punto a la reincorporación o no reincorporación al servicio
activo.

Madrid, 8 nueve de julio de mil novecientos ochenta y siete.
Firmado: Francisco Rubio Uorente.-Luis Díez·Picazo Ponce de
León.-Rubricado.

. c) La representación de los recumntes interpuso contrs este
Auto recurso de súplica en el que invocó el arto 24 de la
Constitución, alegando que la ley que correspondía aplicar era la
Ley Orgánica de 26 de abril de 1983, razón por la cual, de acuerdo
con el arto 504.3 de la L.E.Cr., la prisión provisional no debía
prolongane más allá de treinta meses.

d) La Audiencia Provincial desestimó el recurso de súplica
mediante Auto de 6 de diciembre (le 1985, sosteniendo que la tesis
de los recurrentes «debe ser rechazada por cuanto el an. 504 de la
L.E.Cr. es una norma procesal que se aplica desde su entrada en
vigor a los hechos y actos aetua1es del proceso y, entre ellos, a la
determinación de los plazos máximos de la prisión J'fovisional».
Por lo tanto, la Audiencia entendfa que era de aplicacIón al caso lo
previsto en el art. 504 de la L.E.er. Vl¡eDte en el momento de dietar
el Auto en cuestión.

5. Estima la representación de los recurrentes que las mencio­
nadas resoluciones judiciales vulneran los arts. 17 Y 24 de la
Constitución en telación con el art. 9.3 de la misma. El primem,"¡
al'licar una ley tegUladora de la libertad provisional que no estaba
VJgente en el momento de cometene el delito por el que se acusa
a sus representados, pues, aún cuando se trata de ley prooesa1, al
referine al derecho fundamenta! de la libertad, al cual se refiere
concretamente el art. 17.2 de la C.E. (oo.) supone (oo.) abordar un
derecho sustantivo inherente a la persona, y que, por lo tanto,
tratándose de derecho punitivo, SU aplicación será, asimismo, la
más favorable al reo, que en este caso, es asimismo, la vigente en
el momento de la comisión de los hechos». Dicha representación
sostiene, en consecuencia, que «la ley aplicable al presJ:nte supuesto
es la de 26 de abril de 1983

1a
1a cual en el párrafo 3.° del art. 504,

previa la prolongación de prisión provisional hasta el limite
máximo de treinta meses».

La vulneración cIel arto 24.2 de la norma fundamenta! se habria
producido, además, «puesto que _ dice en la demanda- se
prejuzga a mis representandos al mantener su situación de prisión
de forma gratuita e innecesaria obviado, de esta forma, el pnncipio
de la presunción de inocencia».

En consecuencia, interesa de este Tribunal que declare «1a
nulidad del Auto de la Sala Primera de la AudienC1ll Provincial de
Madrid de fecha 3 de octubre de 1985 y, en consecuencia, la
nulidad también del posterior Auto de la lD1SIIll Sala de fecha 6 de
diciembre de 1985, por ser éste confirmatorio del directamente
impugnado reconociendo, de esta forma, expresamente el derecho
que Rubén y Miauel Arana Lafuente tienen a ser excarcelados en
el plazo máximo de treinta meses, a contar desde que les fue
decretada la l'rlsión provisional, ordenando, por tanto, sean excar­
celados en dicha fecha por el Tribunal de IDltancia».

6. Por providencia de 9 de enero de 1987, la Sección acuerda,
de confonmdad con lo dispuesto en el art. 52 de la WTC, dar vista
de las actuaciones a los solicitantes de amparo y al Ministerio
Fiscal por un plazo común de veinte dIas para que aleguen lo que
estimen pertinente.

7. Ei Ministerio Fiscal, en escrito de 30 de enero de 1987, se
pronuncia por el rechazo de las pretensiones de los demandantes,
alegando, en primer tmnino, que la ley tlI'OOCBa1 aplicable debe ser
la vigente en el momento de cada uno de los actos procesales. sin
que ello pueda calificane de aplicación retroactiva de la ley. En
consecuencia, el Auto recurrido, de 3 de octubre de 1985, hizo, a
su juicio, una correcta aplicación de la redacción del arto 504 de la
L.E.Cr. establecida por la Ley Orginica 9/1984, de 26 de diciembre.
Por otra parte, entiende que la aplicación del art. 504 de la L.E.Cr.,
en la versión impuesta por la Ley Ontánica 8/1983, no habrfa
permitido la libertad provisional de fas recurrentes, pues, de
acuerdo con esta versión, el plazo de la privación de la libertad se
hubiera extendido hasta el 3 de mayo de 1986. Fina1mente, el
Ministerio Fiscal considera suficientemente fundamentadas las
resoluciones judiciales por las que se prolonga la prisión ¡m>visio­
na! de los demandantes. En cuanto a la supuesta vulneracón de la
presunción de inocencia, estima que no rosulta vulnerada, pues la
prisión provisional, dentro de los plazos establecidos legalmente,
DO afecta a aquel aerecho.

Deotro del plazo concedido, la representación de los recurrentes
no ha formulado alegación a1¡una.
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8. Por providencia de 1 de julio de 1987 la Sala acuenla lijar
el c1Ia 8 del mismo mes para delibención y votación de la pn:acnte
SeDteneia.

n. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. La cuestión plantesda en el~te JlOCIIJ'SD de amparo se
noducc a determinar si la proloopaón de la situación de prisión
provisional .n !\UC lO .ncontraban los =tcs, acordada por
Auto de la Auclicncia Provincial de Madrid de 3 de octub", de
1985, conlirmado en Súl1licajlor el de 6 de dici.mbno d.1 mismn
año. debió resine por la Ley orpnica 7/1983. de 23 de abril, como
sosti.nen los =tcs, o si, por el contrario, debió ateDCfIC a lo
diS\'UC!lO en la Ley Or¡Anica 9/1984. de 26 de clicicmbce. como
enu.nde .1 ó........ judiCial.

La Audi.ñCl&Provincial estima que tal decisión ha de adoptane
de conformidad con la normativa vi¡cnre en el momento de
clictarse .1 Auto. por lo q.... hariendo lISO de las facultades q.....n
tal sentido. otolp a los Tribunalcs la Ley 0rPnica 9/1984. acuenla
extender la duración de la prisión provisiOnal a cuatro años. La
' ......'ntación de los nocumntes DO comparte dicha tesis y
considera Que la ley at>W:ab1c es la vipnte en el momento de la
comisión del delito, cs decir, la Ley Ordnica 7/1983. que establece
para clicha prisión un Umite máximo de tnointa m..... por lo que.
al no actuar de esta forma, el 6rpno judicial habria vulnerado
los arts. 17 y 24 de la CoDSlillK:ión.

2. El pioblema constitucional planteado por la sucesión temo
poral de normas que rcsuJan la pnsi6n provisional del inculpado
durante la tramitación del proceso penal ha sido abordado po< este
Tribunal, cIcsdc el punto de vista de las Cll~as derivadas del arti<:D­
lo 17 de la norma fhMamental, en su sr 3211987. de 12 de lDSlZO,
en la que analiza la natunlcza de clichas normas y la forma en que
deben ser interpretadaa y Ipucw'"

Sostiene en c1Ia que, aun noconocido su car6ctcr de simple
mcclida cautelar que, sin prejuzprlo, tiende a ascsurar el resultado
linaI del proceso. la prisión provisional cs una decisión judicial de
car6ctcr excepcional que incide .....tivamente en .1 slatu3 de
hllcrtad personal del inculpado y que, por lo mismo, rcstrin¡e .1
dcnocho tImdam.ntal =nocido en los apartados 1 ] 4 del art. 17
de la Constitución, del mismo modo que son rcstrlctivas de este
derecho las normas contenidas en las mencionadas Leyes orpnicas
que CSlableccn las condiciones de aplicación y la duración máxima
de aquella mcclida cautelar para los diferentes delitos, en tlmción
de las penu privativas de libertad previstas para enos y de las
circunstancias que concurran en la causa. La aducida natunlcza
proccsaI o Ilij.tiva de taIcs normas y el alcance meramente
pnov.ntivo o cautelar de la prisión .J!"OVlSÍonal no pueden ocultar
.n modo a1¡uno la efectiva Umitación de la libertad personal del
inculpado en una causa penal. Por otra parte, destaca el Tribunal
en la m.ncionada SeDtenc:ia la anaIoafa existente enlno la privación
provisional de libertad adoptada ~r el Juez como mcclida cautelar
)" la que es producto de una sanción penal por SeDtencia que pone
fin a UD proceso. ya que -afirma- lO trata de situaciones que afectan
de la misma l118DC1lI, .n ICnlido neptivo, a la Iibcrtad del
incul~. aunque di1icran enlno ú por el titulo jurldico que
au.tonza al Estado a establecer tal pnvación y .1 alcance de la
mUIDa en uno y otro caso.

Partiendo de las considcracinnes anterio.... concluye .1 Tribunal
que .n la inter¡>"'tación y aplicación d. las normas rcguIadoras de
la prisión proVIsional debe tenerse en cu.nta, ante todo••1carácter
fundamental del derecho a la libertad que tales normas restringen
y la situación .xcepcional en que la priSlón provisional coloca a los

imputados en una causa penal, todo lo cual conduce a la elecx:ión
y aplicación de la ley mú favorable a los mismos. Por un 1ado, la
prohibición de la rctroaeIividad de las diaposiciones «DO favorables
o restrictivas de derechos individual.... (art. 9.3 c.E.) oblip a no
otorpr a la nueva ley una eficacia hacia el pasado que comporte
la prolongaQón de la situación .~onal de prisión por encima
del Umite máximo establecido en ~ ley aplicable en el momento .n
que lO acordó su privación de libertad, I1lazo máximo q.... de
conformidad con 10 clisDucsto en el aparla40 4, en ",lación con el
apartado 1 del art. 1"( de la Constitución, representaba para .1
interesado la prantla constitucional del derecho tlmdam.ntal a la
libcnad. De otra parte, como ba dec1aJlldo este Tribunal en
nopctidas ocasiones, _ materia de derechos tlmdamentalcs la
Icplidad ordinaria ha de oer interllJetada de la forma mú favorable
para la .fectividad de tales derecho.... lo que implica que, ante la
duda suscitada por un conllil:to temponl de 1cycs sucesivas,
rcauJadoras de las situaciones de prisión provisional, los órpnos
judiciales halrin de aplicar el principio /11 dubio pro /ibmaú.

3. En conllCCUClICI8, cuando la ley posterior contenp diaposi.
cioncs mú ....trictivas del dcnocho a la h"bcrtad Y c:anozca de_lo transitorio que determin. su propia .ficacia nnrmativa en
",lación con las situaciones acordadas con anterioridad, habrá de
entenderlO que la ley que rcauIa la prisión provisional v;,cnte en
el mom.nto de comenzar lía privación de libertad exuendc SU
vi¡cncia hasta la conclusión de esta situación. Por .no, las
situaciones de prisión provisional inic:iadss blijo la vi¡cncia de la
Ley 0rPnic:a 7/1983 deben juzpnc hasta su conclusión de
a<:ucnlo con las prescripciones de esta misma ley, dado que la Ley
<>rúnica 9/1984 tiene lID canicIcr «IIIás rcstrlctivo de derechos
incIividual.... al contener disposiciones que permiten una duración
de la privación provisional de libertad mayor que la autorizada .n
la Ley anterior.

En el caso que nos ocupa, los demandantes de amparo iniciaron
.1 3 de novi.mbno de 1983 la ejecución de la nosolución judicial por
la que lO decnotaba su prisión provisional, por lo que las cuestiones
referentes a dicha situación, inclusiv. su duración, deben nosolvCflC
de conformidad con .1 art. S04 de la LE.Cr. .n la versión
comospondi.nte a la Ley Or¡6nica 7/1983. de 23 de abril

Esta conclusión hace inncccssrio entrar a analizar las demlis
consideraciones aducidas por la noprcscntación de los =tes
.n apoyo de su tesis.

FALLO
En atención a todo lo .xpuesto, .1 Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITU­
ClON DE LA NACION ESpAÑOLA,

Ha dcciclido;

Otorpr parcialmente el amparo solicitado, y .n consecuencia:
l.. Declarsr la nulidad del Auto de 3 de octubno de 1985 de

la Sección Primera de la Audi.ncia Provincial de Madrid (Sumario
núm. 107/1983. proveniente del Juz¡ado de Instrucción número 2
de Madrid).

2.. Reconocer que los demandantes tienen denocho a que la
decisión sob", su h"bcrtad provisional en .1 'citado sumario lO
adopte SCJÚD lo pnoviSlO en la Ley 0rPnica 7/19~3, de 23 de abril

Publiqucse esta SeDtenc:ia en el «8olctln Oficial del Estado».

Dada .n Madrid a ocho de julio de mil noveci.ntos ochenta y
si.te.-Gloria Bcgut Cantón.-Anacl Latomo Scaura.-Fcroando Gar-
CÚl-Mon y González-Rcgucral.-Carlos de la 'lesa Bcnayas.-Jesús
Lcguina Villa.-Luis Lópc¡ Gucrra.-Firmados y rubricados.

17727 Sala Primera. R«W"so ~ amparo número 910/1986.
Senleru:/a número 118/1987. de 8 de julio.

comparecido el Ministerio Fiscal, siendo Ponente el Magistrado
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, quien expresa el
parecer de la Sala.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compu.sta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don FranCISCO Rubio
Llorente, don Luis Diez-Picazo y Ponco de León, don Antonio
Truyol Sorra, don EUlOnio Diaz EimiI y don Miguel Rodri¡ucz­
Piñ.ro y Bravo-Fe""" Ma¡istrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siauiente

SENTENCIA
En.1 JlOCIIJ'SD de am{l&lO núm. 910/1986, promovido por doña

B",nda Christinc Lloy(\, ",pnosentada por .1 Procurador de los
Tribunalcs don JoSl! Luis Pinto MarabollO. y blijo la clinocción del
Abogado don JoSl! Martoren Virgili. contra .1 Auto de fecha 30 d.
junio de 1986. y providencia d. fecha 23 de mayo d. 1986. dietados
por la Masistratura d. Trabajo núm. 3 d. Barcelona y .n.l que ha

1. ANTECEDENTES
l. Doña Brenda Christine Lloyd, "'p.....ntada por Procurador

y asistida de Letrado, interpuso recurso de amparo, mediante
escrito que tuvo su .ntrada .1 31 d. julio d. 1986, contra Auto de
30 de junio d. 1986, de la Ma¡istratura de Trablijo núm. 3 de
Barcelona, «cn ",lación a providencia de fecha 23 de mayo d.1
corriente año».

2. Los hechos en que lO tImda la d.manda son en esencia los
si¡uientes:

al La solicitante de amparo formuló en su c1Ia demanda por
despIdo. comospondi.ndo su conocimiento a la Masistratura d.
Trablijo núm. 3 de lu de Barcelona, que dietó provid.ncia de 6 de
mayo de 1986. a propuesta de su Secretaria, en cuya sucio'
motivación se indicaba que tal demanda «adolece del defecto de r
acreditar si ostenta o ha ostentado en el año anterior C8J10 con


